Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 17 minutos) 
(Ingresa a sala una delegación del Complejo Euskal Erría) 
Damos la bienvenida a nuestros invitados y les cedemos el uso de la palabra. 
SEÑORA BORONAT.- Muchas gracias. 


Acudimos a esta Comisión en representación de Euskal Erría 70, 71 y 92, es decir, de los tres complejos. En el Euskal Erría 70 
estamos organizando una asociación -le vamos a hacer entrega del objeto social de la misma- y estamos tramitando la personería 
jurídica para poder representar a los vecinos; pero también hay otros vecinos que, sin estar en la asociación, igualmente se han 
acercado y estamos trabajando en conjunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuánta gente vive en el complejo? 


SEÑORA BORONAT.- Somos aproximadamente 20.000 personas los que vivimos en los tres complejos, porque en el Complejo 70 
hay 1.500 viviendas, en el Complejo 71 también 1.500 y en el Complejo 92 unas 900. Entonces, podríamos decir que se trata de 
tres pueblos que generan varias problemáticas. 


Nosotros tenemos una preocupación que no es de ahora. Ya en la Legislatura anterior estuvimos reunidos con todos los que han 
sido Presidentes de la Comisión correspondiente de la Cámara de Representantes, por el tema de la morosidad que trae como 
consecuencia los desalojos. Por nuestra parte, hacemos hincapié en la causalidad fundamental de esa morosidad, de aquellos 
incumplimientos que se dan, aun teniendo voluntad de pago, pero que no llegaban a un acuerdo con el Banco Hipotecario. Algunos 
vecinos pudieron llegar a acuerdos, pero otros no y se les fue incrementando la morosidad. La historia de esta problemática se 
desarrolla en el resumen que vamos a dejarles, que es bastante largo porque comenzamos el relato desde prácticamente la 
primera ocupación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuándo se construyeron los complejos? 
SEÑORA BORONAT.- Los Complejos 70 y 71 se construyeron en 1984, y el 92 es posterior. 


Nosotros, en realidad, tratamos de defender a todos aquellos vecinos que por razones ajenas a su voluntad de pago no han podido 
cumplir con el contrato, con el compromiso de compraventa al que estamos sujetos porque no tenemos hipoteca. Hay un 
compromiso de compraventa desde 1984 que sigue vigente, pero el Banco nunca regularizó esa situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que no hay división en propiedad horizontal. 


SEÑORA BORONAT.- La hay para el pago de contribución inmobiliaria, pero no somos propietarios sino promitentes compradores 
de una unidad. Hay problemas que se suscitaron no bien se habilitaron los complejos en 1984, porque obligaron a gente del RAVE, 
casi en forma compulsiva, a ocupar una vivienda porque, de no ser así, tenían que salir del RAVE porque no había otra solución. 
Esa gente al poco tiempo comenzó a tener dificultades en el pago y entró en morosidad. Hace años venimos tratando esta 
problemática con el Banco y con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero no se han presentado 
soluciones de fondo. 


Un tema que vendría a ser el nudo de la problemática es el de las deudas por concepto de gastos comunes y quisiéramos explicar 
bien el problema. Hasta el año 2000 en un solo recibo el Banco Hipotecario cobraba gastos comunes y el servicio hipotecario; 
entonces, si un promitente comprador se atrasaba, no tenía forma de pagar los gastos comunes aunque quisiera y, por tanto, era 
muy difícil que no entrara en morosidad por los dos temas. En el año 2000 el Banco decidió que las Comisiones Administradoras se 
hicieran cargo de la deuda de gastos comunes, y si el deudor arreglaba su deuda con la Comisión, el Banco podía tomar pagos a 
cuenta. Por lo que nos comenta la gente de todos los complejos que se ha acercado a hablar con nuestra asociación, podemos 
decir que se han presentado todo tipo de problemas. Por ejemplo, en el Complejo Euskal Erría 70 estuvimos trabajando y 
negociando con la Comisión -sin tener idoneidad porque son los vecinos los que tratan los problemas, no tienen representación 
como para averiguar cuál es el ingreso de una familia, no se cuenta con asistentes sociales y sólo los guía la buena voluntad para 
encontrar una solución- y se llegó a distintas soluciones. En el caso de algunas familias, la Comisión Administradora intercedió 
frente al Banco Hipotecario para ver si se llegaba a un arreglo con esa institución y ahora se termina el plazo por un año en que se 
suspendió todo reclamo de deuda por concepto de gastos comunes. Mientras tanto, a otras familias se les está cobrando una 
Unidad Reajustable, porque adujeron que esa era la cantidad máxima que podían pagar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A cuánto ascienden los gastos comunes? 
SEÑORA BORONAT.- Promedian los $ 1.200. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No son baratos. 


SEÑORA BORONAT.- No; son muy caros y eso hace que haya imprevisiones que queremos tratar. Este asunto es muy complejo. 
Recién hablábamos con el Secretario Berrutti que domina bastante el tema y, quizás, de aquí debería salir una especie de comisión 
para tener más interlocutores y poder ir desmenuzando punto por punto toda la problemática. En el resumen que les dejamos hay 
puntos que refieren a ciertas leyes o a cómo se instrumentan, que son de competencia del Poder Legislativo; otros temas son de 
competencia municipal, mientras que otros son del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Por tanto, 
habrá que compaginar la solución en todos los ámbitos. 


Recién di un ejemplo del CH 70 pero, en cambio, en el CH 71, a muchos promitentes compradores se les está pidiendo que la 
deuda de gastos comunes se pague al contado o en cuotas tan grandes que, sumando lo que van a tener que pagar al Banco, más 
el gasto común del mes, más lo que les pide la Comisión Administradora para solucionar el tema de la deuda de gastos comunes, 
se llega a unos $ 5.000 o $ 6.000. Entonces, aun ganando $ 10.000 -de pronto, alguna familia entiende que con $ 10.000 es 
privilegiada en una situación de crisis- a una familia no le alcanza ni para comer si tiene que pagar esa suma. Nosotros pensamos 
que ahí debería interceder el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Banco Hipotecario del Uruguay y 
la Comisión Administradora para buscar criterios, porque sabemos que hay complejos en los que se ha dado el amiguismo, donde 
Fulano es amigo mío, le soluciono el problema y le admito que me pague 2 UR si quiere, pero a Mengano no lo quiero en la torre, 
quiero que se vaya y, entonces, no le doy solución. Hemos tenido quejas de ese tipo, porque cada afectado viene y denuncia su 
propia situación, pero nosotros no tenemos competencia para investigar. 


En 2001 pedimos al Banco Hipotecario que en el Complejo Habitacional 70 se hiciera un censo socioeconómico, porque nos 
parece mal que una comisión de vecinos, que se ocupa de administrar gastos comunes, se inmiscuya en la situación familiar y le 
pregunte a la gente cuánto gana, cuántos son, si es casado, soltero o con quién vive. Creo que eso debe ser competencia de una 
institución pública dentro de una política de vivienda. El Banco Hipotecario realizó ese censo en el año 2001, pero no se procesó y, 
por lo tanto, no se arribó a ninguna conclusión para ver de qué manera se podía actuar. Sí hizo otro en el año 2004, que se supone 
lo va a procesar el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


El año pasado nos presentamos en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes en una reunión previa a la que se 
llamó al Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de la Legislatura pasada, para que explicara algunos 
puntos que estaban muy dudosos en los tres convenios que se firmaron en julio del año pasado. Un punto crucial era el de la 
emergencia crítica que amparaba en forma subsidiada el alquiler. Lo que nosotros recogemos ahora del Departamento de 
Promoción del Banco Hipotecario es que ese amparo va a ser por cuatro meses. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Prorrogable a cuatro meses más. 


SEÑORA BORONAT.- Lo que nos dijo el asistente social, que es el jefe de allí, el señor Martín Bengoa, fue que era por cuatro 
meses. Hay una cantidad de personas que están en esa situación y algunas familias están recibiendo la canasta del INDA, porque 
prácticamente son mujeres solas, sin trabajo y con menores a su cargo, que están subsistiendo porque, obviamente, no pueden 
pagar absolutamente nada, ni gastos comunes ni cuota, y comen de lo les da ese Instituto. Sabemos que en el Euskal Erría hay 
gente que se está alumbrando con una vela porque no tiene luz y otros que han tomado la luz de los pasillos. 


El año pasado, por la Cámara de Representantes ingresó una minuta de comunicación previo a las elecciones internas y antes de 
que estuviera vigente por el invierno, la ley que protege a todas aquellas personas discapacitadas, con enfermedad o que tienen 
menores a su cargo, para suspender los desalojos en el invierno. Compaginando esas situaciones de emergencia, en tanto se 
buscan soluciones de fondo, nosotros queremos que se tenga esa misma preocupación y se coordine un poco con lo que es el 
Plan de Emergencia (PANES), a los efectos de que se puedan suspender los desalojos. Sabemos que es muy difícil discriminar los 
casos y no queremos amparar -porque también los hay- a todos aquellos vivos que, como el Banco Hipotecario no les exigía, no 
pagaban y con eso se hacían un capital, una casa, compraban un auto y vivían bien. Por eso, siempre nuestra preocupación fue 
que institucionalmente se hiciera un censo para detectar los casos reales. 


Asimismo, nos preocupa el sentido de la política de vivienda de estos complejos, porque en el momento en que se hicieron eran la 
construcción más barata y masiva que se podía dar como solución habitacional. Sin embargo, la calidad cada vez se ha ido 
bajando más, porque ahora hay Núcleos Básicos Evolutivos que tienen peores vicios de construcción que los del Euskal Erría. 
Entendemos que la decisión en cuanto a si una familia tiene derecho o no a la vivienda a la que accedió en un plan de vivienda 
precedente, no la pueden tomar los vecinos. Pensamos que es competencia de un Ministerio o del Banco, pero no de los vecinos 
que administran los gastos comunes. Eso, con respecto a la deuda de gastos comunes. 


Por otra parte, si en determinado momento esa persona tenía una condición económica que le permitía hacer frente a la cuota del 
Banco y a la de los gastos comunes, pero luego se quedó sin trabajo y se le desmembró la familia, el Banco nunca dio soluciones. 
Tenemos familias de una persona que quedó sola y que hace por lo menos seis o siete años vienen pidiendo al Banco cambiar su 
vivienda de cuatro dormitorios por otra de uno. Esas personas se endeudaron porque no pueden pagar un apartamento que no 
quieren ni necesitan. La flexibilidad es un tema que compete a una política de vivienda, porque de pronto hay gente que necesita y 
puede acceder a un apartamento de tres o cuatro dormitorios, pero no tiene la posibilidad de hacerlo debido a que lo habitan 
personas solas. Lo cierto es que lo están reclamando, y además han enviado sus expedientes, cartas y notas al Banco Hipotecario. 


Por otra parte, los gastos comunes constituyen un tema que será competencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, pero también de la Intendencia Municipal de Montevideo y de las Intendencias del interior. Estoy pensando en 
cómo fueron concebidos estos conjuntos habitacionales, que deben autosustentarse en cuanto al mantenimiento. Hay que tener en 
cuenta que allí viven aglomeradas 7.500 personas, urbanización que es equivalente a un pueblo. Es de recordar que nosotros 
sufrimos desventajas que para los habitantes de cualquier edificio de propiedad horizontal en otros barrios son una ventaja; por 
ejemplo, si se rompe el caño que pasa por la puerta, la OSE lo arregla. En nuestro caso, esto fue planificado de tal modo que hay 
tres tanques bajos en el 70 y en el 71, el caño de la OSE llega hasta ahí y después se distribuye a todo el Complejo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hay un solo contador? 


SEÑORA BORONAT.- Hay tres contadores, uno por cada Complejo. El punto es que esa cañería se puede romper y suponemos 
que, dado el gasto de agua brutal, tal como están fisurados los tanques superiores, también deben de estarlo los inferiores. Lo 
cierto es que nadie puede inspeccionar eso ni tampoco se puede empezar a levantar el pavimento para detectar dónde podría 
haber un caño roto. Sin embargo, si el caño roto pasa por la puerta de un vecino de Pocitos, se hace cargo la OSE. 
Promedialmente, una familia de tres o cuatro personas que disponga del agua normalmente, consume unos diez o doce metros 
cúbicos, incluyendo el uso de un lavarropas y otras comodidades por el estilo. Nosotros, en cambio, estamos pagando, en 
promedio, de 20 a 25 metros cúbicos de agua por apartamento. Más allá de que en algunos apartamentos existan pérdidas, el agua 
se va en forma espeluznante, y cabe la reflexión en este momento en que tenemos que cuidarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso se incluye en los gastos comunes. 


SEÑORA BORONAT.- Eso va a gastos comunes y, lo que es peor, a la cuota de saneamiento. Algunos complejos firmaron acuerdo 
con la Intendencia, aunque otros no, para pagar la cuota de saneamiento; eso fue decidido por las Comisiones Administradoras sin 
llamar a los vecinos para conocer su opinión respecto a dicha cuota. En fin, nosotros mantenemos una ciudad, pagamos todo a 
través de los gastos comunes, pero nos corresponden todas las cargas impositivas municipales. 


Lo mismo ocurre con respecto al alumbrado público. En la cuadra de enfrente, por ejemplo, de Hipólito Irigoyen, de Camino 
Carrasco, cada tantos predios hay un foco de luz del alumbrado público, y el servicio se vuelca a los tributos domiciliarios. 
Nosotros, sin embargo, pagamos tributos domiciliarios y, además, tenemos que pagar la cuenta de UTE por todos los picos de luz 
que están en la caminería interna. Si miramos lo que está pasando en algunos lugares de Canelones que se permite, esto es como 
si fuera un "country" privado de lujo, donde todos se hacen cargo de todo; pero nosotros tenemos que pagar todo eso y también 
gastos comunes. 


En el Banco Hipotecario se nos reprocha, a veces por poca idoneidad de parte de algún técnico, que tenemos recolección de 
basura puerta a puerta, pero hubo que hacerlo así. Ahora, con los contenedores, eso se podría solucionar. La basura de casi un 
pueblo no podría estar distribuida en montones alrededor de las calles -además, estamos rodeados por el arroyo Malvín, donde hay 
ratas y perros vagabundos- porque eso significaría generar basurales, focos epidémicos, etcétera. Eso -que representa $ 15 por 
apartamento y que está solucionando un problema a la ciudad- no es lo costoso de los gastos comunes. También tenemos que 
cortar el pasto, y en cualquier plaza se supone que están las cuadrillas del Municipio. Todos los complejos están divididos en dos 
grupos por donde corre una calle, cuya pavimentación la tenemos que hacer nosotros; por ejemplo, en un lugar donde hay un gran 
estacionamiento, entran los camiones del supermercado, y si nos rompen el pavimento, tenemos que pagarlo. Hay una complejidad 
de factores que hacen a lo caro del mantenimiento. 


Están también los vicios de construcción. En el año 1970 se hizo un estudio muy pormenorizado sobre el tema. El Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente anterior dijo, en un momento dado, que era falta de mantenimiento. Sin 
embargo, cualquier arquitecto sabe que un hierro no puede estar a tres milímetros debajo del revoque de una losa. Ese es uno de 
los grandes problemas que hay en los baños, porque el vapor penetra, desprende la capa de unos pocos milimetros y los hierros 
quedan a la vista; en cualquier momento, los vecinos van a tener que ir a bañarse al duchero del apartamento de abajo. Tenemos 
problemas graves con las cajas de plomo, porque las que pusieron son cortas y no llegan al nivel del piso; entonces, las fisuras que 
se producen entre el pavimento y la caja de plomo hace que se llene de agua que corre hacia el apartamento inferior. Asimismo, 
hay problemas de rajaduras, que se denunciaron en el año 1984, en paredes exteriores e interiores, y cuando se llueve un 
apartamento no es que le entre el agua porque no se le realizó mantenimiento a la azotea, sino que el agua entra directamente por 
las rajaduras. 


El año pasado en una Comisión de la Cámara de Representantes hablamos con la arquitecta Gladys Villalba, le presentamos 
documentación con fotos e, incluso, un informe donde se aclara que hay vicios de construcción. Nosotros reclamamos que las 
instituciones del Estado o las empresas que hicieron los conjuntos asuman la responsabilidad, deslindando lo que es 
mantenimiento de lo que son vicios de construcción. 


SEÑORA XAVIER.- La mayoría de las situaciones que fueron reseñadas aquí, fueron tratadas por el Banco Hipotecario en la 
sesión pasada, cuando concurrieron sus representantes a hacer una presentación de lo que va a ser la política del Banco y los 
problemas que tenían, a sesenta días de asumir como autoridades. Obviamente, los tiempos cronológicos no tienen nada que ver 
con los tiempos políticos; se viene el invierno y uno entiende cuál sería la preocupación inmediata. Tenemos que determinar cuáles 
son las preocupaciones de fondo y cuáles las emergencias, para ver cómo ubicamos cada caso y cómo lo canalizamos. 


Con relación a las Comisiones Administradoras, el Banco planteó la necesidad de tiempo para poder estudiar algunas 
modificaciones, porque son extremadamente complejas y, como recién se decía, se generan situaciones que son imposibles de 
evitar -como los problemas de vecindad- pero hay otras que pueden ser evitables mejorando las normativas. 


También nos dijeron que tenían la política de reducir los costos de una vivienda, generando una línea de menor costo cuando la 
familia no llegaba al rubro necesario para mantener la que había solicitado originariamente o se desmembraba, por hijos en el 
exilio, viudez, etcétera. 


Asimismo, hacían referencia a lo que mencionaban ustedes en cuanto a que por solucionar justas situaciones no se puede prohijar 
a quienes siempre han estado tratando de evadir los pagos, porque eso implicaría el fin del Banco Hipotecario como institución, ya 
que como todos sabemos tiene bastantes déficit heredados. 


Entonces, nos planteaban la necesidad de pedirle a la gente que buscara la solución individual a través de una Comisión que 
analiza caso a caso, tanto en la definición de la emergencia crítica como en algunas otras alternativas que se puedan plantear. 


En primer lugar, deseo preguntar si todos ustedes ya han pasado por esa Comisión. Digo esto porque si el Banco establece una 
mecánica, parece lógico que la cumplamos, ya que de esa manera se ayuda a la institución a identificar tipos de problemáticas y 
soluciones a cada una de ellas. 


Por otro lado, ustedes nos piden que hagamos una comunicación de forma tal que se puedan compadecer los tiempos políticos - 
mientras se buscan soluciones de fondo- con el invierno que se viene. Obviamente, eso lo discutiremos después, porque la 
mecánica de la Comisión es analizar el tema luego de haber escuchado todos los informes de las delegaciones. 


La minuta es genérica y estaría dándole una herramienta al Juez para, eventualmente, proceder a la suspensión del lanzamiento; 
pero si no comprendemos que para hacer determinadas acciones desde Poderes que son independientes, tenemos que 
encadenarlas con otras, perdemos los esfuerzos. La Dirección del Banco ha manifestado una voluntad de solucionar algunos temas 
que hasta ahora parecían difíciles de resolver. 


Entonces, si nosotros resolviéramos llevar a cabo una acción legislativa, que tendría la ventaja de sensibilizar al Juez para 
suspender el lanzamiento, de todas formas, como ámbito de coordinación, tendríamos que estar dispuestos a utilizar la vía que el 
Banco ha definido de caso a caso para la búsqueda de soluciones de mediano y eventualmente largo plazo. 


SEÑORA BORONAT.- Nuestra inquietud es que ha ido gente al Departamento de Promoción Social pero allí no han aplicado el 
mecanismo inmediato que hasta hace pocos meses se venía instrumentando. Quien tenía un cedulón de lanzamiento y además 
había hecho su censo socioeconómico -que se hizo en noviembre del año pasado- iba al Departamento de Promoción Social, 
solicitaba la asistencia de una asistente social, que lo visitaba, hacía todas las comprobaciones del caso y expedía un documento 
para el Juez que decía que esa persona estaba amparada en la situación de emergencia crítica e iba a entrar en el convenio de 
emergencia. 


Hace pocos días algunas personas fueron al Departamento Social y fue entonces que cundió un poco el pánico. Por eso pedimos 
entrevista con el Directorio del Banco -la vamos a tener el jueves próximo- para que nos diga cuál será la instrumentación, porque 
el funcionario que las atendió dijo que ese sistema se había suspendido y que fueran directamente al Juzgado, ya sea con el 
abogado de Oficio o con alguien del Consultorio de la Universidad que funciona en el CH 71, para ver si podían obtener una 
prórroga. Dicho sea de paso, este Consultorio trabajó muchísimo el año pasado y lo hizo muy bien con todas estas situaciones. Ello 
es algo que está sucediendo en estos días. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Tiene datos de algún caso particular? 

SEÑORA BORONAT.- Quedó en venir una persona del CH 71, pero no pudo faltar a su trabajo. 

Mañana, por Extensión Universitaria se va a presentar alguien para ver cómo va a ser el procedimiento en el Banco. 
Voy a mostrar a los señores Senadores un cedulón de lanzamiento para los próximos diez días. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Esto todavía no es el lanzamiento, ¿verdad? 

SEÑORA TOLEDO.- Eso significa que en diez días deberá entregar el bien, el apartamento. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En la Legislatura pasada el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente firmó tres 
convenios con el Banco Hipotecario. Uno de ellos es el llamado de Emergencia Crítica, que suponía una evaluación de la persona 
que se hallaba en condiciones de absoluta imposibilidad en cuanto al pago. Por medio de este convenio se le paga el alquiler y los 
gastos comunes por cuatro meses, prorrogables a cuatro y luego a cuatro más, esperando que esta Cartera monitoreara otra 
solución. Ese convenio sigue vigente; no ha sido derogado por ninguna de las dos partes y pienso que lo que harán las autoridades 
que recién asumieron será revisar todo esto. También es cierto que este convenio no precisa la intervención de un Juez, ya que se 
firmó entre el Banco Hipotecario y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Deseo explicar que la ley que evita que haya desalojos durante el invierno -que entraría en vigencia el 21 de junio- sí tiene que ver 
con la intervención del Juez, pero es otra cosa, son de distinto origen. 


SEÑORA BORONAT.- De todas formas quisiera aclarar que si los abogados que llevan los juicios de desalojo y lanzamiento no 
retiran las demandas, el Juez no se da por enterado de que estamos amparados por esa situación. En realidad, cuando se dio esta 
situación el año pasado, el Alguacil que procedió al lanzamiento vino, tomó la nota del Banco Hipotecario y la llevó al Juzgado. 
Luego fue la gente allí y entonces el Juez -dada la independencia de Poderes la causa sigue- decreta algo así como una 
suspensión preventiva de esa situación. No soy abogada y no entiendo mucho al respecto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero agregar que tanto si se presenta en el Banco Hipotecario como ante el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, se puede pedir amparo a ese convenio que está vigente. Después vendrán los trámites, 
pero el amparo lo brinda la institución, que es la que decreta si la persona cabe dentro del convenio. 


Los convenios que se firmaron fueron tres, pero los otros dos tienen otras características. 


Quiero hacer ahora un comentario más general. Este complejo nació mal; se usó un sistema constructivo que se trajo de Francia 
pero en forma incompleta. Incluso, no se trajeron algunos elementos que tienen que ver con las uniones, porque es un sistema que 
tiene partes prefabricadas. Es decir que siempre funcionó mal; hay vicios de construcción que son del nacimiento del Euskal Erría. 


Otro aspecto que hay que tener claro es que en cualquier complejo de este tipo -y esto es igual para las cooperativas de vivienda- 
lo que sucede dentro del predio es propiedad privada. Por eso la Intendencia Municipal no ingresa, de la misma manera que no 
ingresa a la casa de una persona a sacar la basura del fondo; hay que dejarla en la puerta. Esto funciona como una propiedad 
privada de carácter colectivo; por eso los trabajos que hay que cumplir dentro de ese predio -ya sea retiro de la basura, 
mantenimiento de la caminería, etcétera- son responsabilidad de los que viven allí. Estará bien o mal, pero así es la ley. 
Evidentemente, hay cosas que han funcionado mal. 


SEÑORA BORONAT.- Por eso estamos viendo cuáles son las competencias del Ministerio y de la Intendencia, para revisar esa 
legislación. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Es cierto lo que decía la señora Senadora Xavier; nosotros hemos tenido muchas denuncias en cuanto 
al funcionamiento arbitrario de las Comisiones Administradoras, que a veces han sido un castigo para los vecinos. Incluso, el 
Directorio del Banco Hipotecario se comprometió aquí a ir revisando el tema. Lo que sucede es que en este caso hay normas 
jurídicas y no se pueden eliminar y formar otras; hay que ir transformando esas Comisiones Administradoras. Además, los gastos 
comunes de los habitantes que no pagan -porque no pueden o porque lo eluden- terminan siendo pagados por el resto; entonces, 
el promedio de gastos comunes aumenta. Nosotros hicimos la pregunta aquí de si no habría que empezar a pensar en medidores 
individuales de consumo de agua, porque la gente lo ha reclamado. 


SEÑORA BORONAT.- Eso es inviable. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Reconozco que esto tiene costos importantes para un complejo viejo, pero para los nuevos va a haber 
que pensarlo. 


De todos modos, creo que lo más importante sería pedir al Ministerio que lea e interprete el segundo censo, el del año 2004 -que 
es el más reciente- porque es el que nos va a dar los datos de la emergencia. 


En cuanto a los problemas de fondo, voy a decir un disparate, y tómenlo como tal, pero si tuviera la posibilidad de mudar a toda la 
gente del Euskal Erría, lo dinamito, porque creo que es una estructura muy difícil de reacomodar. El año pasado me constituí con 
mi secretaria, que es arquitecta, e hicimos, gracias a la amabilidad de los vecinos, una serie de visitas a varias unidades, y había 
problemas que no tenían solución a un costo razonable. De manera que no sé qué va a hacer el Banco; se verá. Pero me parece 
muy importante que no haya ningún desalojo que del censo se desprenda que debemos amparar. E insisto: habrá que empezar a 
trabajar sobre las Comisiones Administradoras, para eliminar esas injusticias. Todos pagan -nos consta- con sacrificio, pero la idea 
es que nadie se vea perjudicado. La Comisión Administradora en realidad debería ser el nexo natural con el Banco y con el 
Ministerio, pero a veces se transforma en un obstáculo; esto es algo que tenemos muy claro y que data de mucho tiempo atrás. 


SEÑORA BORONAT.- Quisiera hacer una aclaración. 


Algunas Comisiones hicieron acuerdos para lograr abonar los gastos comunes adeudados. Reconocieron la deuda con el Banco y 
están pagando los gastos comunes del mes más una cuota rebajada, puesto que la cuota real de un apartamento de tres 
dormitorios en el Euskal Erría es de $ 3.800. Si a eso le sumamos los gastos comunes, llegamos a unos $ 5.000, cifra que resulta 
absurda, porque con ese dinero se alquila una muy buena casa. 


En definitiva, se lograron esos acuerdos, que se están cumpliendo; sin embargo, cuando las Comisiones Administradoras llaman a 
reunión para tomar decisiones importantes, no se permite a estos vecinos tener voz ni voto, ni siquiera entrar al salón comunal 
cuando se va a llevar a cabo la reunión. Indudablemente, hay un enfrentamiento entre vecinos y algunos se sienten indignados, 
porque en cualquier régimen de propiedad horizontal, un vecino que se atrasó con sus gastos comunes pero reconoce la deuda, 
está al día con la cuota del mes y además va pagando su deuda, tiene derecho a voz y voto, y a participar en las decisiones 
colectivas. Se dan situaciones de extrema violencia porque se ha llegado a poner a un funcionario policial en la puerta para impedir 
la entrada de todo el que no presente su recibo de pago. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero a los señoras integrantes de la delegación que no contamos con mucho tiempo. 


SEÑORA BORONAT.- Para culminar, señor Presidente, quisiera recordar que en la Legislatura anterior estuvimos viendo varios 
proyectos de modificación a la Ley N* 13.728 , los que nos parece importante estudiar y retomar. 


Tal como el Impuesto a las Retribuciones Personales se cobra por franjas, descontándose del sueldo según lo que se percibe, 
nosotros reclamamos que también la ley contemple franjas según el ingreso y el núcleo familiar. No es lo mismo $ 10.000 para una 
persona que para seis y, por ende, solicitamos que se adecue la cuota en porcentajes según los ingresos. En la actualidad, el 
Banco Hipotecario está aplicando a rajatabla el tope del 26%. En realidad, la ley dice "hasta el 26%" y si bien se han logrado pagos 
a cuenta, no se ha regularizado la situación y admiten un poco menos de ese 26%; pero, reitero, entre gastos comunes y cuota, la 
mayoría que hemos llegado a acuerdos con el Banco estamos pagando el 26% de los ingresos. 


En definitiva, proponemos que en esta Legislatura se retomen los proyectos que quedaron sin ser presentados. Recordemos que la 
crisis no comenzó en el año 2000, sino que hay sectores, como el de la salud, que estuvieron cobrando, desde 1990, $ 500 
mensuales, hasta que muchos funcionarios quedaron sin trabajo. Entonces, nos parece injusto que alguien que por 15 años tuvo 
una situación más o menos regular de ingresos, accedió a una vivienda y pagó muchos años, si se le desvirtuó de pronto la 
situación económica, quede en total desamparo. Tengamos en cuenta que muchas de las personas a las que estamos aludiendo no 
van a tener ni siquiera una garantía para poder alquilar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el porcentaje de morosidad? 
SEÑORA BORONAT.- Es de un 60% aunque, en realidad, es muy difícil establecerlo claramente, aun con las cifras del Banco. 


Cuando generamos todo este movimiento de acercamiento al Banco, logramos que mucha gente que no estaba pagando, por lo 
menos aportara $ 1.000 porque consideramos importante la cultura del pago, ya que es la forma de sostener el sistema. Lo que 
uno amortiza y paga sirve para construir otra vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a los gastos comunes ¿también es tanto? 
SEÑORA TOLEDO.- Quisiera hacer una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto. 


SEÑORA TOLEDO.- Respecto de los gastos comunes, hay realidades diferentes de acuerdo al complejo. En lo que me es 
personal, pertenezco al 92 y me consta que hubo vecinos que tuvieron voluntad de pagar el atraso de los gastos comunes, pero la 
Comisión no les permitió que lo hicieran si no abonaban la totalidad. Hablo de 40, 45 y más; no les refinanciaron gastos comunes y 
a raíz de eso, el Banco ejecutó. Entonces, esto es algo que también nos preocupa mucho. Además, hay un malestar en los propios 
vecinos, pues algunos de ellos se plantean algo así: "A mí me recargan los gastos comunes porque aquel otro no paga". Pero lo 
cierto es que ese otro tuvo la voluntad de pagar y fue la Comisión Administradora la que no le permitió hacer una financiación. Por 
eso es tan complicado el tema relacionado con dichas Comisiones, en las que existe una verdadera corrupción, y estamos usando 
una palabra suave. 


SEÑORA XAVIER.- El lanzamiento previsto para el mes en curso, ¿a cuánta gente involucra? 
SEÑORA BORONAT.- No tenemos los datos concretos. Es muy difícil saber de cuánta gente se trata. 


Nosotros nos reunimos en un salón que nos presta la Facultad de Ciencias -logramos ese espacio físico para poder hacerlo- pues 
los salones comunales no están disponibles para tratar este tipo de problemática. Las reuniones se realizan todos los viernes entre 
las 20 y las 22 horas. En este sentido, comentamos que el año pasado se nos acercó mucha gente, para quienes se pudo 
encontrar algunas soluciones; nosotros actuamos intercediendo entre las autoridades del Banco y las Comisiones y, finalmente, se 


logró llegar a algunos acuerdos. Sin embargo, algunos complejos fueron muy, muy duros, por lo que no hubo arreglo posible; en 
esta situación se vieron algunos vecinos, mientras que, para otros, las cosas fueron distintas porque funcionó la amistad. Tenemos 
que evitar que esto último suceda; esta es una preocupación constante. 


Por otro lado, entre lo que se está pagando a cuenta en el Banco y lo que se abona por concepto de refinanciación de gastos 
comunes, llegamos a una cifra de $ 2.800 o $ 3.000, y estamos hablando de mucha gente que viene reclamando porque tiene, por 
ejemplo, aguas servidas -ya que en algunas partes están rotos los caños de los waters- mugre o que no puede ni bañarse. Estas 
personas, al final, terminan por irse. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿Hay muchas unidades vacías? 


SEÑORA BORONAT.- Hay unas cuantas, pero también hay muchos ocupantes intrusos, que entraron. Es decir, la situación actual 
se presta para todo tipo de cosas. Evidentemente, reconocemos que también hay familias muy necesitadas. 


(Dialogados) 


SEÑORA MARMO..- En lo personal, no me quedó claro lo de la gestión individual a que aludieron las señoras Senadoras Xavier y 
Topolansky. No estaba enterada del convenio que había entre el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
y el Banco, y quisiera saber qué hay que hacer para estar amparados y no ser lanzados. Si hay una solución general, ¿cómo se 
ampara uno? 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Tiene que presentarse. La situación es individual, porque hay que estudiar cómo es el núcleo familiar, si 
hay menores, ancianos o enfermos. Estos factores hacen que la ecuación dé resultados distintos. Otro es el caso si se trata de una 
persona sola. No se puede evaluar en conjunto, porque se trata de situaciones diferentes. En algunos casos, la asistente social 
podríamos decir que casi visualmente determina el grado de emergencia crítica; en otras situaciones hay que demostrar si la 
persona trabaja en changas o bien lo hace salteado. Por lo tanto, no se puede hacer una norma genérica. 


Ese es el convenio N* 3, que abarca sólo la emergencia crítica. Los otros dos convenios abarcan otras formas de salida, que 
incluyen algunas formas de pago. En los casos de emergencia crítica, el Ministerio se hace cargo del alquiler y los gastos comunes 
durante cuatro meses prorrogables, vertiendo esos dineros en el Banco, en el entendido de que en este tiempo el Ministerio busca 
otra solución, que no va a ser en el complejo. Esto al vecino tiene que quedarle claro. 


Los otros dos convenios consisten en algún pequeño subsidio y con facilidades de pago para que se pongan al día en sus cuentas. 
Por esa razón no se puede hacer una norma global. Cada persona se tiene que presentar ante el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o ante el Banco Hipotecario a fin de realizar este trámite, porque está firmado por los 
dos organismos. 


SEÑORA MARMO..- Quiere decir que si se trata de 500 familias, todas ellas deben presentarse. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- No hay alternativa, porque es muy difícil que las 500 familias estén en la misma situación. Además, 
cuando se llega a una solución muy general, como ustedes bien lo decían, puede suceder que algún vivo se incluya en el montón. 
También puede suceder que alguna persona pueda llegar a otro tipo de solución y hay que darle la oportunidad de que lo haga. Sé, 
por ejemplo, que en el Complejo "Juana de América" y en otro de Colón -cuyo nombre no recuerdo- prácticamente se presentaron 
todos sus ocupantes de a uno y hubo algunas familias, según se constató, que estaban en situación de emergencia crítica; a otras 
se les dio algún tipo de solución, mientras que otros pretendían una especie de suspensión de la deuda y no tenían voluntad de 
pago, por lo que fueron desalojados. Pero no podemos meter a todos en un solo paquete porque las situaciones son muy 
diferentes. Creo que en el caso de ustedes hay una ventaja y es la existencia de un censo porque la mayor dificultad radica en que 
la mayoría de los complejos no cuentan con él. 


SEÑORA BORONAT.- Nuestro censo fue hecho por el Banco Hipotecario e incluía a todos los complejos. No sabemos si todas las 
personas se presentaron pero nosotros convocamos para que la gente se registrara. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Creo que estar en un censo es un beneficio porque el Banco tiene un registro de la situación de las 
familias y puede proceder más rápidamente. Por supuesto que siempre hay quienes no están en el censo, como sucedió en el 
Complejo "Juana de América" donde hubo personas que ni siquiera quisieron recibir a la asistente social. Entonces, cuando no hay 
un diálogo es muy difícil arribar a una solución. En estos casos se optó por el desalojo. Pienso que aquí podría suceder algo similar, 
esto es, en el caso de que alguien no quiera ningún tipo de convenio. Por lo que ustedes dijeron, deduzco que de las 20.000 
personas implicadas, habría unas 2.800 familias y por eso creo que las situaciones pueden ser muy diferentes. Puede suceder que 
de los tres convenios existentes a algunas personas les sirva uno determinado y a otras, otro, y tal vez otro grupo llegue a algún 
acuerdo con el Banco. 


Por otro lado, teniendo en cuenta que la crisis se produjo en 2000, aquellos que ingresaron en 1984 deben tener en su haber un 
saldo importante a su favor. Por su parte, el segundo convenio del Ministerio con el Banco preveía un subsidio para tratar de que en 
algunos casos se pudiera escriturar. 


SEÑORA BORONAT.- Todo esto está planteado en el resumen que hemos traído. Por otro lado, pensamos que habría que 
reconsiderar la forma de cálculo del valor de la Unidad Reajustable, porque esta sube mientras que los salarios bajan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ha escuchado sus inquietudes atentamente y ha tomado nota de las principales dificultades 
que tienen y de sus urgencias. A partir de este momento la preocupación principal de esta Comisión es el tema de los 
lanzamientos, aunque por supuesto entendemos que los otros son problemas estructurales y de fondo que, en la medida de 
nuestras posibilidades, trataremos de ayudar a solucionar. Si bien ya hemos hablado de este tema con las autoridades del Banco 
hay que tener en cuenta que hace apenas un par de meses que están al frente de esta institución y, por lo tanto, quizás recién 
ahora se estén empapando de este tipo de problemas. Reitero que nos vamos a ocupar del tema y veremos qué podremos hacer. 


En consecuencia, agradecemos su presencia en el día de hoy. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 14 y 10 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


